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Propuesta de ponencia:
Necesidad de un cambio de paradigma para el abordaje y la eliminación de la violencia y discriminación contra las mujeres  y las niñas (indígenas)
Inicialmente es prudente y honesto aceptar que el abordaje del tema de la violencia contra las mujeres es muy complejo, complejidad  que se intensifica tratándose de la violencia y discriminación que sufren las mujeres y niñas indígenas, debido a que, generalmente, estas poblaciones son víctimas de otras categorías de violencia y vulnerabilidades, asociadas, principalmente, a aspectos socioculturales y económicos particulares de esta población. Al menos así pasa en el contexto de la mayoría de los grupos indígenas latinoamericanos.  
La violencia y discriminación de las mujeres y niñas indígenas, se ven acentuadas, como se dijo, por múltiples factores como: el género, idioma, la etnia, la clase social y la orientación sexual, entre otros, que han sido evidenciados desde la interseccionalidad. Esta multiplicidad de situaciones, a su vez, son utilizadas consciente o inconscientemente por la sociedad en general (especialmente por el patriarcado) en complicidad con los Estados, para  perpetuar una violencia sistemática, la cual, se distingue de las demás por su gravedad y poca visibilidad.
A partir de lo anterior, es necesario reconocer la existencia del flagelo de la violencia machista, reproducida especialmente, por patrones socioculturales que han prevalecido al largo de la historia de la humanidad, los cuales se encuentran muy profundizados y arraigados en la mayoría de las culturas del mundo. 
Esta permanente y normalizada violencia contra las mujeres, especialmente de las mujeres indígenas y niñas, no es compatible con el derecho que tiene toda persona de vivir sin violencia de cualquier naturaleza, en todas las parte del mundo, independientemente de sus condiciones personales y socioculturales, es la obligación de todos los Estados abordar de manera  integral este flagelo de la violencia. 
Esta obligación y responsabilidad de los países no es imaginaria, por el contrario, tiene varios sustentos, no solo desde una perspectiva moral, sino también ética y, especialmente jurídica. Esta última dimensión, encuentra sustento en normativa de carácter internacional de gran relevancia como la: Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer las (c.c CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (c.c  Convención de Belém do Pará la Belem Do Para), así como, en el principio de superioridad ética que debe prevalecer en cualquier Estado y en la normativa interna de cada país. 
Sin embargo, aquellas obligaciones y acciones estatales y sociales, encaminadas a la eliminación de la violencia, discriminación contra las mujeres y reconocimientos de sus derechos, especialmente de las mujeres y niñas indígenas, deben de tener para su legitimidad ética, moral y legal al menos las siguientes condiciones:
1.- Deben de realizarse en el marco de los derechos humanos y fundamentales de las partes involucradas. Esto implica, que las acciones tomadas deben de respetar como condición sine qua non, (de carácter vinculante y como límite infranqueable): el pleno respecto de las diferencias culturales de los pueblos originarios más, los demás derechos y garantías que trae aparejado la dignidad humana.  
2.- El Estado democrático de derecho, debe ser capaz de lograr implementar acciones de la naturaleza que sea, mediante la utilización de herramientas y mecanismos menos invasivos y violentos en contra de los derechos de las partes involucradas, en el entendido que, en el contexto de una ideología de  Estado mencionado, no puede justificarse el uso de la violencia de cualquier tipo (incluye la estatal/pública) para la defensa y obtención de otros derechos (principio de superioridad ética  del Estado). 
3.- Que las acciones de políticas públicas desplegadas por cualquier Estado en contra de la violencia contra las mujeres, en particular de las mujeres y niñas indígenas, se realice mediante un abordaje integral de dicho flagelo (no únicamente represivo/penal/sancionatorio). 
4.- Que cualquier acción encaminada a contrarrestar la violencia contra la mujeres y niña indígena se realice respetando en la medida de lo posible, sus tradiciones ancestrales y los derechos que le son reconocidos desde su distintividad cultural y, atendiendo la normativa y recomendaciones internacionales respeto a estas comunidades.
Solo esta manera, las acciones utilizadas por los estados en contra de la violencia citada pueden ser legítimas y respetuosas de los derechos de las partes.
La propuesta anterior basa sus cimientos en el reconocimiento de la dignidad del ser humano, independientemente del contenido de su personalidad y condición sociocultural, es decir, sin distingo alguno.
Parte, de un planteamiento de abordaje integral de la violencia contra las mujeres, que sugiere reconocer la naturaleza ecológica (multifactorial) -y por tanto compleja- de la violencia contra las mujeres y, por ende, de entender que, la respuesta también debe ser multidireccional donde todas y todos reconozcamos que debemos realizar acciones para cambiar aquellos factores que históricamente han sido terreno fértil para el surgimiento y afianzamiento de la violencia machista. 
Lo anterior supone, principalmente, admitir que la violencia contra las mujeres se adquiere mediante los mecanismos de aprendizaje social, pues es, a través de esta interacción que la persona aprende el ejercicio de la conducta violenta. 
Desde dicha perspectiva, se podría concluir que la violencia, es el uso de la agresividad innata para el ejercicio de un daño a otra persona como método para resolver o detener situaciones conflictivas o para obtener o mantener una posición de poder o privilegios (defensa de determinado status quo) (Marisol Lila y Heinrich Geldschläger. Proyecto Contexto – Costa Rica, Mayo -2021). Esto sugiere que, esta violencia, por ser aprendida socialmente, puede ser desaprendida y sustituida por otras herramientas más proactivas y menos lesivas.
Como se ha podido notar, el cambio de paradigma propuesto en el abordaje y eliminación de la violencia contra las mujeres, especialmente indígenas, se decantan, principalmente, por acciones que comprenden dos escenarios principalmente:
a.- La necesidad de un reconocimiento de parte de toda la población en general y del Estado de que, todavía persiste violencia generalizada en contra de las mujeres, acentuada, en no pocas ocasiones es algunos grupos poblacionales como, por ejemplo: las mujeres y niñas indígenas. Lo anterior implica realizar acciones desde todas las instancias (estatales -y no estatales), dirigida a la sociedad en general, enfocadas en el reconocimiento y la visualización de todos los escenarios de violencia (incluyendo los micromachismos) con el fin de  contrarrestar su normalización. 
b.- Apuesta a dirigir la mirada a la integralidad, prevención y; no solamente, a los enfoques represivo/sancionatorio que actualmente han minado las políticas públicas de la región latinoamericana con algunas excepciones. 
c.- Este cambio de paradigma, en la lucha contra la violencia machista, apuesta a un enfoque de construcción de nuevas masculinidades en todos los grupos etarios, con independencia de la clase social a la que se pertenezca, bajo una dinámica que implique: DESAPRENDER (masculinidades tóxicas) para APRENDER (masculinidades críticas y sanas). 
La propuesta no es novedosa, pues ya varios países en el mundo han emprendido este cambio de paradigma, sin embargo, quedan muchas barreras que superar, debido a que en no pocas ocasiones, aquellas rutas han sido tomadas con incredulidad y atacadas con frecuencia por sectores de la población que considera que, el hombre no puede cambiar y por tanto, educarlos es una pérdida de recursos. Desde esta última perspectiva, la represión es el único camino, no obstante, el tiempo y las experiencias surgidas en algunos países han dado muestra de lo contrario.   
En este sentido, existen propuestas, modelo y programas serios, creados desde las ciencias sociales como la psicología, que apuntan a un abordaje integral de la violencia contra las mujeres desde el paradigma mencionado, el cual, han sido implementado con grandes éxitos en varios países del mundo (por eje., en España (programa Contexto) y; en Costa Rica (programa Hombres en Construcción), que en términos generales, han apostado por contrarrestar la violencia en cuestión bajo visión más humana, más civilizado, privilegiando la educación, en y desde, todos los niveles.
Esta alternativa pareciera ser conciliable con otras propuestas teóricas de políticas públicas (entre ellas las políticas criminales) realizadas desde la rama de las ciencias penales (ejemplo, el derecho penal garantista) y la Criminología (especialmente la Criminología Crítica) que se decantan por menos represión (partiendo de la idea que la cárcel que no socializa a nadie) y más prevención e inversión social. Desde estas líneas de pensamiento, se es conscientes de que la cárcel es un instituto obsoleto, en la mayoría de casos, indigno e inhumano, inmerso irónicamente, en una sociedad “civilizada”.
Desde el paradigma que se defiende aquí, que debe de imperar en la lucha de la violencia contra las mujeres, se parte de que, la mejor protección y erradicación de la violencia  contra las mujeres a corto, mediano y largo plazo, es educando al hombre y a la sociedad en general, con el fin de hacerles ver no solo que, el sentido de superioridad del hombre hacia la mujer no es una cuestión natural, sino que, aquello es producto de un desarrollo histórico insano normalizado, acentuado en una cultura patriarcal, al tiempo que se  les educa y enseña otras formas más bondadosas de desarrollar las masculinidades. 
Las propuestas teóricas de cita, con razón apuntan que, las políticas públicas “de poco costo económico pero de gran costo social y humano” (se incluyen todas las ideas de política criminal que abogan por la construcción de más delitos y la maximización de penas) han demostrado no ser el camino correcto para enfrentar esta problemática. 
Por el contrario, su fracaso ha quedado confirmado una y otra vez, cuando se ha evidencia por ejemplo que,  la hiperinflación represiva y el ensanchamiento penal por ejemplo, no son, en definitiva, mecanismos propicios que unilateralmente sirvan para hacer frente a la violencia contra las mujeres, pues se ha comprobado que: el derecho penal no educa, a lo sumo otorga una falsa sensación de solución y seguridad, pero no erradica el problema de fondo, debido a que, por más penas y más delitos que se construyan alrededor de esta temática la violencia sigue en aumento. 
La solución orbita, sin lugar a duda, en apostar en mayor prevención, inversión en lo social y en la educación y menos represión. 
Costa Rica, 04 de junio del 2021.
